TEXTO COMPLETO: 

2ª Instancia. - Buenos Aires, mayo 27 de 2005.

El doctor Pascual dijo:

Contra la sentencia de fs. 1148/1154, se alzaron disconformes expresando sus quejas a fs. 1189/1194 el actor y a fs. 1204/1219 el demandado. Las contestaciones se agregaron a fs. 1221/1225 y a fs. 1226/1228.

Para lograr una mejor comprensión del fallo, es pertinente realizar una breve síntesis de la forma en que quedó trabada la litis. En autos se presentó el actor indicando que con el objetivo de iniciar la acción judicial tendiente a traer a la herencia de su padre G. A. E. S. el activo líquido de la misma, realizó investigaciones en el Colegio de Escribanos de esta Capital y se anotició que el día 14 de julio de 1989 el demandado conjuntamente con su difunto padre y su esposa en segundas nupcias N. C. G., adquirieron la unidad funcional N° 31 ubicada en la calle A. ... de esta Capital, siendo condóminos en una proporción del 79% los mencionados cónyuges y el 21% restante el demandado. Afirma que dicha compraventa fue simulada para encubrir una donación prohibida por la ley conforme el art. 1830 del Código Civil. Posteriormente destaca que a menos de un año de aquella operación, el 2 de julio de 1990 mediante otra escritura aparece el requerido comprando a sus padres un 39% de la porción indivisa del mencionado inmueble por un precio de $25.000; más tarde con fecha 8 de noviembre del mismo año existe otra escritura en la que figura la compra del 40% restante, por lo que así el Sr. G. A. M. S. pasó a ser el único titular del inmueble de marras. Agrega que los mencionados actos fueron realizados con el único objetivo de perjudicar la legítima del actor tratándose de donaciones inoficiosas. Por ello inicia la presente acción de colación y que se lo compense en un valor idéntico al recibido por el demandado a la fecha de la apertura de la sucesión de su padre, teniéndose presente la participación del demandante del 6,66% en el total del valor recibido por aquél; como fundamento principal de la acción indica que el demandado no contaba con los medios económicos suficientes para realizar la compra del inmueble antes descripta. Posteriormente se presenta el demandado negando los hechos invocados, afirmando que ninguno de los actos fue simulado,ya que a ese momento poseía suficiente solvencia económica para realizarlos; sin perjuicio de ello opone como defensa de fondo las prescripciones liberatorias previstas en los arts. 4030 y 4037 y en su caso la contemplada en el art. 4023 del Código Civil. El anterior sentenciante rechaza la excepción de prescripción opuesta afirmando que en el caso es aplicable la prescripción decenal del art. 4023 del Código Civil y hace lugar a la demanda, ya que consideró que el actor logró demostrar que al momento de la compraventa del inmueble G. S. no tenía los medios económicos para adquirir el porcentaje de dominio que surge de las escrituras acompañadas. Ya en esta instancia el actor cuestiona el monto que el anterior sentenciante ordenó colacionar y por su parte el accionado insiste en la oposición de la prescripción liberatoria, afirmando que en el caso corresponde aplicar el plazo bienal y no el decenal, asimismo dice haber demostrado suficientemente sus ingresos a la fecha de las escrituras.

En principio, corresponde expedirse con respecto a la excepción de prescripción. El anterior sentenciante resuelve la cuestión aplicando una autorizada doctrina, que sostiene que como cuestión previa al modo de imputarse una donación simulada, se suele plantear y debe resolverse cuál es la prescripción aplicable a la acción del co-heredero que pretende la colación de una donación disimulada. La acción de colación prescribe a los diez años (art. 4023 y su nota del Código Civil) y la de simulación relativa prescribe a los dos años (art. 4030 del mismo cuerpo legal). El coheredero que pide la imputación actúa, en nombre propio, como tercero respecto a la relación jurídica entre el causante y el donatario, entonces ¿cuál es el término de prescripción aplicable? Aquí debe prevalecer el criterio de quienes sostienen que el heredero que pretende la imputación plantea un problema de colación y que su acción debe prescribir a los diez años, aunque deba probar la simulación y este plazo decenal debe contarse desde la apertura de la sucesión, siempre que se trate de actos en que la trasmisión se hubiere perfeccionado antes de la muerte del causante, puesto que la acción nace del carácter de heredero. (conf. Guastavino en "Colación de deudas", pág. 395/396; Borda "Sucesiones", T° I, pág. 521, N° 687; Goyena Copello "Procedimiento Sucesorio", pág. 322). En ese razonamiento se parte de la idea que en todos los supuestos en que el padre, en lugar de donar directamente al hijo, lo hace bajo apariencia de un contrato a título oneroso, está incluido en la presunción de gratuidad establecida en el art. 3604 del Código de fondo. Esta norma no prohibía las trasmisiones de derecho a título oneroso entre el causante y sus herederos, por lo que el acto no se encontraba viciado, pero debía tenérselo en cuenta a los efectos sucesorios, como una donación sujeta a colación. Por ello el legitimario damnificado, por las ventas hechas por el "de cuius" a sus co-herederos, sólo debía ejercer la acción de colación, a fin de que al hacerse la partición, el valor de los bienes recibidos por el beneficiario se imputen a la porción disponible y en lo que excediere de ella, a la hijuela de ese heredero adquirente, a quien no era necesario demandarlo por simulación. Así era la propia ley que establecía una presunción de simulación relativa de esas ventas, porque transformaba la naturaleza onerosa del contrato en una donación y sólo era menester accionar por colación de los valores recibidos en exceso de la porción disponible y en consecuencia se concluía que la prescripción de la acción era de diez años. (conf. Fornieles, en "Tratado de las sucesiones", 4° ed, N° 305 bis, pág. 374; Salas-Trigo Represas en "Código Civil Anotado"; T° 3, pág. 143).

Cabe destacar que el ataque que realiza el actor incluye una primera operación de compra-venta, en la que intervinieron los Sres. V. y A., a los que el demandado les compró el 21% de la propiedad sin que fueran traídos a juicio como accionados, según correspondía por la postura asumida por el actor.

En este punto es oportuno destacar que en un caso de similares características al presente ("Peña Sara y otros c. Naharro, María del Carmen s/simulación" del 16/5/00, y que fuera citado por el demandado para afirmar su defensa), la Sala "A" del Fuero, con voto del Dr. Hugo Molteni, indicó que la doctrina precedentemente descripta, por la modificación de la ley 17.711 al art. 3604 hoy carece de sustento, ya que antes de dicha reforma se entendía que la norma comprendía a todas las enajenaciones onerosas, pero la actual redacción no se refiere a todas las trasmisiones de bienes que el causante haga a título oneroso, sino solamente aquellas que hubiere hecho con cargo de renta vitalicia o con reserva de usufructo. Dicha norma sienta una presunción de gratuidad y su interpretación debe ser restrictiva y no cabe por consecuencia hacerla extensiva a cualquier donación simulada bajo la apariencia de un contrato oneroso, la cual requiere el ejercicio de la acción de simulación en forma simultánea o sucesiva con la pretensión de colación (conf. Salas-Trigo Represas - López Mesa, ob. cit., ed. 1999, art. 3604, pág. 222). Siendo ello así en la medida en que actualmente es necesario que para atacar las enajenaciones directas que a título oneroso realice el causante con uno de sus herederos sea ejercida la acción de simulación para consagrar la gratuidad del acto y el derecho a colacionar el valor recibido (salvo el caso de renta vitalicia o usufructo) y no puede dársele un tratamiento diferenciado a los casos en los cuales, en forma indirecta, el causante benefició a uno de los herederos utilizando un testaferro. Así para ambas hipótesis es entonces necesaria la previa deducción de la acción de simulación aunque pueda procesalmente ejercerse de manera acumulada a la colación, resultando un presupuesto lógico para consagrar la gratuidad del acto.

Lo expuesto impone la aplicación del régimen propio de la acción de simulación, y en consecuencia el específico plazo de prescripción bienal establecido en el art. 4030 párrafo segundo del Código Civil, que se aplica aun para cuando la acción la ejerza un tercero (conf. C.N. Civil en pleno, 10/10/1982 "in re" "Glusberg Santiago c. Jorio Carlos s/sucesión", E.D. t°. 101, pág. 181). Del voto de la mayoría se desprende que antes de la reforma del art. 4030 del Código Civil por la ley 17.711, también la doctrina y jurisprudencia mayoritaria sostenía que la acción prescribía a los dos años, fuera la simulación absoluta o relativa intentada por las partes o terceros citando, entre otros autores a Lafaille "Parte general"; Apuntes To. II, pág. 234; Salas "Prescripción de la acción de Simulación J.A. 1946-699; Spota "Tratado de Derecho Civil to. I, Vol. 3-8, pág. 550 y sgtes. y Borda "Tratado de Derecho Civil, Parte general, to. II, pág. 321, para sostener este criterio es suficiente agregar los demás argumentos del mencionado voto que no reproduzco por razones de brevedad. Asimismo esta conclusión no se ve desmerecida por el hecho de que la simulación constituya una suerte de instrumento para lograr el ejercicio de las acciones sucesorias que tienden a preservar la legítima o la igualdad de las hijuelas de los herederos forzosos, porque en rigor la acción de simulación se encuentra incluida dentro de los llamados "efectos secundarios o auxiliares de las obligaciones" (conf. J. J. Llambías en "Tratado de derecho Civil. Obligaciones", T. I, pág. 497). Por ello el acreedor para concretar su derecho, más allá de su fuente o naturaleza, si necesita integrar el patrimonio de su deudor con este tipo de acciones, debe iniciarlas bajo el régimen que cada una posee, sin que esto deba quedar absorbido por el ejercicio de la acción principal. Por ello el ejercicio de la acción de colación tendiente a incorporar al patrimonio relicto los bienes donados por el difunto se encuentra sujeto a la prescripción decenal, pero si es necesario que se declaren fingidos o insinceros los actos onerosos mediante los que el causante favoreció a alguno de los herederos y se declare que contrariamente a su apariencia se trató de donaciones, tal caso requiere que sea entablada la acción de simulación, la cual tiene plazo de prescripción de dos años (art. 4030 del cuerpo legal citado) y resolver lo contrario traería aparejado la derogación del término de la prescripción concerniente a la acción de simulación, porque siempre estaría al servicio de otra acción con distinto plazo de prescripción.

En el caso concreto señala a fs. 1227 punto D-4, el actor que en el fallo reseñado, también se estableció que el comienzo del plazo de prescripción no debe contarse desde la apertura del sucesorio, sino desde que el interesado tomó conocimiento del acto simulado mediante pleno conocimiento de las cosas.

En este punto no es verosímil la posición del actor que dice recién haber tomado conocimiento de los supuestos actos simulados en oportunidad de analizar la acción de petición de herencia impropia, que mantiene también con el demandado y su madre (ver fs. 19), estos dichos se ven desvirtuados por el hecho de que el testigo Sr. L. (traído al juicio por el actor), a fs. 471, manifestó que el demandado, al poco tiempo de ingresar en el estudio de su padre allá por el año 1989, adquirió un inmueble pero que en realidad se lo había regalado su padre y que ello le constaba por comentario de los propios hermanos del demandado. En el mismo sentido la testigo V., también traída por el actor, a fs. 474 y vta. menciona que en el año 1989/90 tenía conocimiento del noviazgo del demandado con la Srta. F. y a raíz de que se iban a casar, el padre de G. le había regalado un departamento. Por otro lado en la posición n° 2 (ver fs. 379) el actor afirma que se enteró mucho después de la escrituración y que se le dijo que había sido un regalo de casamiento para G. Aquí, si bien no se dice una fecha determinada, debe interpretarse que era la supuesta fecha del frustrado casamiento del demandado, o sea el año 1989/90. A fs. 510/512 el testigo S., que trabajó en el estudio desde el año 1984 al 90, afirmó también que todos en el estudio sabían que el Sr. G. S. había adquirido un inmueble en condominio con su padre, en el mismo sentido declara la Sra. V.a fs. 930 vta. Ahora bien, teniendo presente lo expuesto, debe interpretarse que los testigos traídos al juicio tanto por el actor como por el demandado, y que tenían estrecha relación con ambos por compartir la mayoría el trabajo en el estudio del padre, conocieron en aquella época la compra en condominio del inmueble o bien la donación que argumenta, no es razonable que el actor, que también trabajaba en el mencionado estudio, no conociera dicha circunstancia. No quedan dudas que el Sr. A. G. S. conoció los actos que aquí ataca mucho tiempo antes del que mencionó en el escrito de demanda. Cabe destacar que tanto el actor como el demandado critican las declaraciones testimoniales producidas en autos; sobre el tema esta Sala ha dicho que la eficacia de la prueba testimonial se rige por el artículo 456 del Código Procesal; punto sobre el cual debe mencionarse que el juez tiene la facultad de apreciar si los testigos y sus testimonios aparecen objetivamente verídicos no sólo por la congruencia de sus dichos, sino además, por la conformidad con el resto de las pruebas que obran en el expediente (conf. esta Sala en autos "Olha Pablo c. Laino Leonardo s/sum.", N° 59.517, del 22/10/02). Por ello en el caso de autos aparece como innegable la estrecha amistad y familiaridad de las partes y el respectivo conocimiento de los actos reputados simulados, resultando poco creíble que el actor no indagara desde un comienzo (fallecimiento del padre) la verdadera composición del patrimonio relicto, fundamentalmente en lo que se refiere al inmueble de autos y por el contrario esperó varios años de cumplida la prescripción bienal, para iniciar la investigación ante el Colegio de Escribanos de la Capital Federal e intentar que la prescripción corriera desde allí.

Como sostuvo el Dr. Molteni en el fallo mencionado, si existió inacción por parte del actor en la indagación de los extremos que lo persuadieran del carácter de simulado de los negocios que luego cuestionó, es obvio que esa incuria no es invocable para liberarse de la prescripción cumplida, desde que el cómputo del tiempo debe en principio ceñirse a la regla del art. 3956 del Código Civil, que lo hace correr desde la fecha del título de la obligación, que en el caso estaría dada desde el momento que el actor tomó real conocimiento del supuesto acto simulado; sin embargo es cierto que la acción de simulación no podría haberse ejercido con anterioridad a la apertura de la sucesión del progenitor. Asimismo el hecho de conocer la "causa simulandi", o sea el supuesto afán de favorecer a alguno de los herederos en detrimento de otros, era un extremo más para persuadirse según su postura de la simulación del acto que, sumado al conocimiento del bien que correspondía el negocio, muestra la inexistencia de obstáculos para que el plazo de la prescripción se cumpliera.

En el caso, sea que se tome el momento en que el actor conoció el supuesto acto simulado (julio de 1989) o la apertura de la sucesión del progenitor 31/3/1991 (ver fs. 1150 vta., párrafo 3°) y teniendo en cuenta la fecha en que se inició la presente causa (12/10/99, ver cargo de fs. 29 vta.) cabe concluir que largamente se cumplió el plazo de prescripción de las acciones de simulación por las que se intentó demostrar el carácter de los actos mediante los cuales el demandado llegó a obtener la titularidad del inmueble de autos. En consecuencia corresponde declarar que han de prosperar los agravios vertidos por el Sr. G. A. E. S., declarándose en consecuencia prescripta en los términos, del art. 4030 del Código Civil, la acción entablada por el Sr. A. G. S.

Por los fundamentos expuestos voto para que se revoque la sentencia de fs. 1148/1154 y en consecuencia se rechace la demanda entablada con las costas de ambas instancias al vencido.

Los doctores Lozano y Rebaudi Basavilbaso por razones análogas votan en el mismo sentido.

Por lo deliberado y conclusiones establecidas en el Acuerdo transcripto precedentemente por unanimidad de votos el Tribunal decide: Revocar la sentencia de fs. 1148/1154 y en consecuencia rechazar la demanda entablada. Las costas de ambas instancias se imponen al vencido.

Fíjanse los emolumentos del Dr. E. M. G. S. en la suma de doscientos noventa pesos ($290) y los del Dr. G. A. S. en la de cuatrocientos treinta y cuatro pesos ($434) de conformidad con el art. 14 de la ley 21.839.

Atento lo normado por el art. 279 del Código Procesal, teniendo en consideración el monto reclamado al accionar, labor profesional desarrollada, etapas procesales cumplidas, habiendo alegado los presentantes de fs. 193 y 295, resultado obtenido y lo preceptuado por los arts. 6, 7, 9, 19, 37, 38 y ccs. de la ley 21.839 modificada por ley 24.432, art. 13 de la norma legal citada, por su actuación en primera instancia fíjanse los emolumentos del Dr. A. G. M. S., por las incidencias de fs. 757/vta., 894, 947/vta. 2° y 980/vta., en la suma de cincuenta pesos ($50) por cada una; los de la Dra. V. en la de seiscientos cuarenta pesos ($640); los de la Dra. M. J. S. en la de seiscientos cuarenta pesos ($640); los del Dr. E. M. G. S., por derecho propio y letrado apoderado de la Sra. N. C. G., en la de ochocientos treinta pesos ($830); los del Dr. G. A. E. S., por derecho propio y letrado apoderado de N. M. C. S. de C. W., en la de un mil doscientos cuarenta pesos ($1240) por el principal y en cien pesos ($100) por el inc. de fs. 413; los de la arq. B. en la de doscientos sesenta pesos ($260) y los del contador M. en la de doscientos diez pesos ($210). - Emilio M. Pascual. - Judith Lozano. - O. Hilario Rebaudi Basavilbaso.

